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Por María Claudia Rojas Lasso*  

Este es un esfuerzo por mostrar los cambios que a través de los 
años ha tenido la jurisprudencia de la Corte Constitucional en 
relación con el tema de la tutela contra providencias judiciales 

y la denominada “vía de hecho”. Obviamente no es posible hacer 
alusión a todos los fallos que se han referido a esa materia, por lo 
que se destacan únicamente los que han introducido algún cambio 
jurisprudencial relevante. 

C-543/92 MP: José Gregorio Hernández

Mediante esta sentencia, la Corte Constitucional declaró 
inexequibles los artículos 11, 12 y 40 del Decreto 2591 de 
1991, normas que consagraban la posibilidad de presentar 
tutela contra providencias judiciales y fallos ejecutoriados.  

En esa oportunidad señaló la Corte Constitucional que no 
cabe la tutela contra providencias que pongan fi n a un pro-
ceso. Sí es posible la tutela contra actuaciones de hecho en 
que incurran los funcionarios judiciales.

En esa oportunidad manifestó la Corte:

“(...) En otros términos, la acción de tutela ha sido concebida única-
mente para dar solución efi ciente a situaciones de hecho creadas 

La Tutela Contra Providencias 
Judiciales en la Jurisprudencia de la Corte 

Constitucional

* Con la colaboración de José Fernando Gómez Rojas.
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por actos u omisiones que implican la trans-
gresión o la amenaza de un derecho funda-
mental, respecto de las cuales el sistema 
jurídico no tiene previsto otro mecanismo 
susceptible de ser invocado ante los jueces 
a objeto de lograr la protección del derecho; 
es decir, tiene cabida dentro del ordena-
miento constitucional para dar respuesta 
efi ciente y oportuna a circunstancias en que, 
por carencia de previsiones normativas es-
pecífi cas, el afectado queda sujeto, de no ser 
por la tutela, a una clara indefensión frente 
a los actos u omisiones de quien lesiona su 
derecho fundamental. De allí que, como lo 
señala el artículo 86 de la Constitución, tal 
acción no sea procedente cuando exista un 
medio judicial apto para la defensa del de-
recho transgredido o amenazado, a menos 
que se la utilice como mecanismo transitorio 
para evitar un perjuicio irremediable...

(...)

Se comprende, en consecuencia, que cuando 
se ha tenido al alcance un medio judicial or-
dinario y, más aún, cuando ese medio se ha 
agotado y se ha adelantado un proceso, no 
puede pretenderse adicionar al trámite ya 
surtido una acción de tutela, pues al tenor 
del artículo 86 de la Constitución, dicho me-
canismo es improcedente por la sola exis-
tencia de otra posibilidad judicial de pro-
tección, aun sin que ella haya culminado en 
un  pronunciamiento defi nitorio del derecho.  
Bien puede afi rmarse que, tratándose de 
instrumentos dirigidos a la preservación de 
los derechos, el medio judicial por excelen-
cia es el proceso, tal como lo acreditan sus 
remotos orígenes.  En el sentir de esta Corte, 
nadie puede alegar que careció de medios 
de defensa si gozó de la oportunidad de un 
proceso y menos todavía si tomó parte en él 
hasta su conclusión y ejerció los recursos de 
que disponía. Pero, claro está, si pese a las 
ocasiones de defensa dentro del proceso y 
a las posibilidades de impugnación del fallo 
que le otorgaba el sistema jurídico en obe-
decimiento a claros principios constituciona-
les (artículos 29 y 31 de la Carta), el intere-
sado se abstuvo de utilizar los mecanismos 

a su disposición, tampoco puede acudir a la 
institución de la tutela como última tabla de 
salvación de sus pretensiones, por cuanto 
ello implica el alegato de su propia incuria 
contra el principio universalmente acepta-
do y desvirtúa el carácter subsidiario de la 
acción. Sobre el tema ha declarado la Corte 
Constitucional a propósito de casos concre-
tos:

(...)

Agréguese a lo dicho que la acción de tu-
tela no es el único mecanismo orientado a 
la protección de la persona humana y sus 
derechos esenciales. Todos los procesos y 
la integridad del aparato judicial tienen ese 
mismo fi n, de donde se desprende la falacia 
de los argumentos que tienden a presentar 
el conjunto de garantías representadas en 
la idea misma del proceso (artículo 29 de 
la C.N.) como un rígido esquema formalis-
ta que sacrifi ca al hombre y desconoce sus 
derechos. Si así fuera, la propia Carta, lejos 
de exigir que la verdad jurídica con efectos 
concretos se dedujera siguiendo “las formas 
propias de cada juicio”, habría prohibido los 
procesos, sustituyéndolos por la tutela, lo 
cual no acaeció.

(...)

El principio de la cosa juzgada hace parte 
indiscutible de las reglas del debido proceso 
aunque no se halle mencionado de manera 
expresa en el artículo 29  de la Constitución.   
Todo juicio, desde su comienzo, está llamado 
a culminar, ya que sobre las partes no puede 
cernirse indefi nidamente la expectativa en 
torno al sentido de la solución judicial a su 
confl icto.  En consecuencia, hay un verdade-
ro derecho constitucional fundamental a la 
sentencia fi rme y, por tanto, a la autoridad 
de la cosa juzgada.

(...)

Ahora bien, de conformidad con el concepto 
constitucional de autoridades públicas, no 
cabe duda de que los jueces tienen esa cali-
dad en cuanto les corresponde la función  de 
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administrar justicia y sus resoluciones son 
obligatorias para los particulares y también 
para el Estado. En esa condición no están 
excluidos de la acción de tutela respecto de 
actos u omisiones que vulneren o amenacen 
derechos fundamentales, lo cual no signifi ca 
que proceda dicha acción contra sus provi-
dencias. Así, por ejemplo, nada obsta para 
que por la vía de la tutela se ordene al juez 
que ha incurrido en dilación injustifi cada en 
la adopción de decisiones a su cargo que 
proceda a resolver o que observe con dili-
gencia los términos judiciales, ni riñe con 
los preceptos constitucionales la utilización 
de esta fi gura ante actuaciones de hecho 
imputables al funcionario por medio de las 
cuales se desconozcan o amenacen los de-
rechos fundamentales, ni tampoco cuando 
la decisión pueda causar un perjuicio irre-
mediable, para lo cual sí está constitucional-
mente autorizada la tutela pero como me-
canismo transitorio cuyo efecto, por expreso 
mandato de la Carta, es puramente temporal 
y queda supeditado a lo que se resuelva de 
fondo por el juez ordinario competente (ar-
tículos 86 de la Constitución Política y 8º del 
Decreto 2591 de 1991). En hipótesis como 
estas no puede hablarse de atentado alguno 
contra la seguridad jurídica de los asociados, 
sino que se trata de hacer realidad los fi nes 
que persigue la justicia.

Pero, en cambio, no está dentro de las atri-
buciones del juez de tutela la de inmiscuirse 
en el trámite de un proceso judicial en curso, 
adoptando decisiones paralelas a las que 
cumple, en ejercicio de su función, quien lo 
conduce, ya que tal posibilidad está excluida 
de plano en los conceptos de autonomía e 
independencia funcionales (artículos 228 y 
230 de la Carta), a los cuales ya se ha hecho 
referencia.

De ningún modo es admisible, entonces, que 
quien resuelve sobre la tutela extienda su 
poder de decisión hasta el extremo de resol-
ver sobre la cuestión litigiosa que se debate 
en un proceso, o en relación con el derecho 
que allí se controvierte.

(...)

De las razones anteriores concluye la Corte 
que no procede la acción de tutela contra 
ninguna providencia judicial, con la única 
salvedad del perjuicio irremediable, desde 
luego aplicada en este evento como meca-
nismo transitorio supeditado a la decisión 
defi nitiva que adopte el juez competente.

(...)”

Sentencia T-231/94. M.P. Dr. 
Eduardo Cifuentes Muñoz

Se introduce el concepto de defecto 
sustantivo, defecto fáctico, defecto 
orgánico y defecto procedimental. (El 
criterio que aquí se introduce también 
está contenido en sentencias T-008/98, 
T-567/98, 654/98, T-200/04).

Así lo expresó la Corte:

“La tutela procede contra sentencias 
judiciales, cuando en estas puede 

constatarse la existencia de un defecto sus-
tantivo, el cual ocurre cuando se aplica una 
norma claramente improcedente para el 
caso concreto; de un defecto fáctico, cuando 
puede apreciarse un error grosero en la va-
loración probatoria; de un defecto orgánico, 
cuando se da una falta absoluta de compe-
tencia; y de un defecto procedimental, en 
aquellos eventos en los cuales la autoridad 
judicial desconoce por completo los procedi-
mientos establecidos por la ley”.

Sentencia T-118 del 16 de marzo 
de 1995. M.P. Dr. José Gregorio 

Hernández Galindo

Se defi ne la vía de hecho como una 
trasgresión grave y protuberante de la 
normatividad.

“La vía de hecho consiste en una trans-
gresión protuberante y grave de la 

normatividad que regía el proceso dentro 
del cual se profi rió la providencia objeto de 
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acción, a tal punto que, por el desconocimiento fl agrante del debido proceso o de otras 
garantías constitucionales, hayan sido vulnerados materialmente –por la providencia mis-
ma– los derechos fundamentales del accionante.

Esto signifi ca que la vía de hecho es en realidad el ejercicio arbitrario de la función judicial, 
en términos tales que el fallador haya resuelto, no según la ley –que, por tanto, ha sido fran-
camente violada– sino de acuerdo con sus personales designios.

No cualquier error cometido por el juez en el curso del proceso tiene el carácter de vía de 
hecho, pues entenderlo así implicaría retroceder al ritualismo que sacrifi ca a la forma los 
valores de fondo que deben realizarse en todo trámite judicial y, por otra parte, quedaría 
desvirtuada por una decisión de tutela la inexequibilidad declarada por la Sala Plena de la 
Corte Constitucional, que, se repite, ha hecho tránsito a cosa juzgada constitucional. Si, con 
arreglo al artículo 243 de la Constitución, en tal evento “ninguna autoridad podrá reproducir 
el contenido material del acto jurídico declarado inexequible por razones de fondo, mientras 
subsistan en la Carta las disposiciones que sirvieron para hacer la confrontación entre la nor-
ma ordinaria y la Constitución”, tampoco los jueces, ni la propia Corte Constitucional en sus 
fallos de revisión, pueden revivir el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991, con las salvedades 
que se hicieron explícitas en la Sentencia C-543 del 1 de octubre de 1992.

Así las cosas, para que pueda llegarse a entender que, de manera excepcional, procede la 
acción de tutela contra providencias judiciales –y con mayor razón contra sentencias que 
han alcanzado el valor de la cosa juzgada–, es indispensable que se confi gure y acredite una 
situación verdaderamente extraordinaria, que implique no solamente el incumplimiento 
de una norma jurídica que el juez estaba obligado a aplicar sino una equivocación de di-
mensiones tan graves que haya sido sustituído el ordenamiento jurídico por la voluntad del 
fallador” 

Sentencia T-492/95 MP: José Gregorio Hernández

La vía judicial de hecho es una excepción. Las providencias 
judiciales escapan al ámbito del juez de tutela mientras no se 
evidencie que se ha incurrido en una vía de hecho, que cons-
tituye un burdo desconocimiento de las normas legales .

Así lo expresó la Corte:

“La valoración del caso en sus elementos fácticos y jurídicos, 
a la luz de la normatividad aplicable, está reservada al juez 

competente, quien goza del poder que le otorga la ley para inter-
pretarla y aplicarla, sin que necesariamente deba coincidir con la 
apreciación de otros jueces, pues repugna a la autonomía funcional 
que el criterio del juzgador, mientras no se evidencie una fl agrante 
transgresión del ordenamiento, pueda ser revocado sin sujeción a los 
procedimientos, recursos e instancias que él mismo contempla.

Entonces, la vía judicial de hecho –que ha sido materia de abun-
dante jurisprudencia– no es una regla general sino una excepción, 
una anormalidad, un comportamiento que, por constituir burdo des-
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conocimiento de las normas legales, vulnera 
la Constitución y quebranta los derechos 
de quienes acceden a la administración de 
justicia. Es una circunstancia extraordinaria 
que exige, por razón de la prevalencia del 
Derecho sustancial (artículo 228 C.P.), la po-
sibilidad, también extraordinaria, de corre-
gir, en el plano preferente de la jurisdicción 
constitucional, el yerro que ha comprome-
tido o mancillado los postulados superiores 
de la Constitución por un abuso de la inves-
tidura.

Naturalmente, ese carácter excepcional de 
la vía de hecho implica el reconocimiento 
de que, para llegar a ella, es indispensable 
la confi guración de una ruptura patente 
y grave de las normas que han debido ser 
aplicadas en el caso concreto.

(...)

En ese orden de ideas, la providencia judi-
cial escapa al ámbito de competencia del 
juez de tutela mientras no se establezca con 
certidumbre, surgida de la evidencia incon-
trastable, que se ha incurrido en una vía de 
hecho.

(...)”.

Sentencia T-567/98 MP: Eduardo 
Cifuentes

Se insiste en que la vía de hecho se con-
fi gura por defecto sustantivo, defecto 
fáctico, defecto orgánico y defecto pro-
cedimental.

Así lo expresó la Corte:

“La Corte ha considerado que una pro-
videncia judicial constituye una vía 

de hecho cuando: (1) presente un grave 
defecto sustantivo, es decir, cuando se en-
cuentre basada en una norma claramente 
inaplicable al caso concreto; (2) presente 
un fl agrante defecto fáctico, esto es, cuan-
do resulta evidente que el apoyo probatorio 

en que se basó el juez para aplicar una de-
terminada norma es absolutamente inade-
cuado; (3) presente un defecto orgánico 
protuberante, el cual se produce cuando el 
fallador carece por completo de competen-
cia para resolver el asunto de que se trate; 
y (4) presente un evidente defecto proce-
dimental, es decir, cuando el juez se desvía 
por completo del procedimiento fi jado por la 
ley para dar trámite a determinadas cuestio-
nes. En suma, una vía de hecho se produce 
cuando el juzgador, en forma arbitraria y con 
fundamento en su sola voluntad, actúa en 
franca y absoluta desconexión con la volun-
tad del ordenamiento jurídico.  

La Sala no duda en reiterar que la interven-
ción del juez de tutela en una sentencia ju-
dicial, califi cándola como una vía de hecho, 
solo puede producirse en aquellos casos en 
que el vicio alegado sea constatable a sim-
ple vista. Adicionalmente, el defecto cuya 
remoción se persigue por vía de la acción de 
tutela debe conllevar, en forma inmediata, 
la violación de uno o múltiples derechos 
fundamentales, lo cual determina que solo 
las decisiones judiciales cuyos efectos tras-
ciendan el campo de los anotados derechos, 
en detrimento de estos, pueden ser atacadas 
mediante la acción de tutela. 

Según la jurisprudencia de la Corporación, 
cuando la labor interpretativa realizada por 
el juez se encuentra debidamente sustenta-
da y razonada, no es susceptible de ser cues-
tionada, menos aun de ser califi cada como 
una vía de hecho, y por lo tanto, cuando su 
decisión sea impugnada porque una de las 
partes no comparte la interpretación por él 
efectuada a través del mecanismo extraor-
dinario y excepcional de la tutela, esta será 
improcedente”.

Sentencia SU-542/99 MP: 
Alejandro Martínez

En esta sentencia se defi ne la vía de 
hecho como aquellas actuaciones de 
hecho caracterizadas por el capricho 
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del funcionario judicial, por su falta de 
fundamento objetivo y por vulnerar los 
derechos fundamentales.

En esta oportunidad dijo la Corte:

“Mediante sentencia C-543 de octu-
bre 1º de 1992, la Corte Constitu-

cional declaró inexequibles los artículos 11, 
12 y 40 del Decreto 2591 de 1991, normas 
que consagraban la posibilidad de presentar 
tutela contra providencias judiciales y fallos 
ejecutoriados.  Sin embargo, esa misma sen-
tencia puntualizó que excepcionalmente es 
posible instaurar la acción de tutela contra 
providencias judiciales cuando la decisión 
vulnere un derecho constitucional funda-
mental; eso ocurre en tres situaciones, que 
son:

1. El incumplimiento y falta de diligencia 
de los términos procesales que delimitan 
el curso de un proceso. Así los expresó la 
Corte al señalar que  “nada obsta para que 
por la vía de la tutela se ordene al juez que 
ha incurrido en dilación injustifi cada en la 
adopción de decisiones a su cargo que pro-
ceda a resolver o que observe con diligencia 
los términos judiciales.”1 En otras palabras, 
se considera que una actuación judicial es 
arbitraria cuando existe una dilación injusti-
fi cada de términos judiciales, puesto que el 
incumplimiento de los términos es objeto de 
sanción.

2. Como la acción de tutela ha sido concebi-
da para dar solución a situaciones de hecho 
que se crean por la acción u omisión de au-
toridades públicas o de ciertos particulares, 
es factible la utilización de esta vía para sub-
sanar este tipo de circunstancias. La Corte 
dijo al respecto que:  

“... ni riñe con los preceptos constitucionales 
la utilización de esta fi gura (la acción de tu-
tela) ante situaciones de hecho imputables 
al funcionario por medio de las cuales se 
desconozcan o amenacen los derechos fun-

1  Sentencia C-543 de 1992. M.P. José Gregorio Hernández Galindo.

damentales”2 (Paréntesis fuera del texto).

3. Cuando la providencia judicial pueda cau-
sar un perjuicio irremediable.  Así lo explicó 
la Corte: 

“... cuando  la decisión pueda causar un 
perjuicio irremediable, para lo cual sí está 
constitucionalmente autorizada la tute-
la pero como mecanismo transitorio cuyo 
efecto, por expreso mandato de la Carta, es 
puramente temporal y queda supeditado a 
lo que se resuelva de fondo por el juez ordi-
nario competente.”

Ahora bien, la Corte Constitucional a través 
de un gran número de sentencias de tutela 
ha explicado y desarrollado el concepto de 
vías de hecho. Así, la Corte Constitucional 
entiende por vías de hecho, aquellas actua-
ciones arbitrarias que el funcionario judicial 
desarrolla dentro de la dirección y sustan-
ciación de un proceso. Por consiguiente, 
suceden estas circunstancias cuando el juez 
se aparta de la ley, con lo cual vulnera de-
rechos constitucionales fundamentales3. En 
palabras de la Corte Constitucional, se ha 
defi nido el concepto de “vías de hecho” de 
la siguiente manera: 

“Las vías de hecho son aquellas “actuacio-
nes de hecho, caracterizadas por el capricho 
del funcionario judicial, por su falta de fun-
damento objetivo y por vulnerar los dere-
chos fundamentales.”4 

Sin embargo, se reitera, solamente es posi-
ble el análisis material de una vía de hecho, 
cuando se hayan agotado previamente los 
presupuestos de  procedibilidad de la acción 
de  tutela”.  

2 Ibídem.
3 Sobre este punto también puede verse la sentencia T-424 de       

1993 M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.
4 Sentencia T-55 de 1994. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. También 

puede verse la defi nición de la sentencia T-079/93 del mismo Ma-
gistrado que entiende la vía de hecho “cuando la conducta del 
agente carece de fundamento objetivo, obedece a su sola volun-
tad o capricho y tiene como consecuencia la vulneración de los 
derechos constitucionales fundamentales de la persona.”
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Sentencia T- 1031/01. M.P. Dr. 
Eduardo Montealegre

Se introduce un nuevo elemento al ma-
nifestar que, además de los casos ante-
riormente anotados, procede la tutela 
contra providencias judiciales cuando 
una decisión judicial se aparta de los 
precedentes sin motivación alguna.

Así lo expresó la Corte:

“La tutela contra sentencias judiciales no 
solo procede cuando puede constatarse la 
imposición grosera y burda del criterio ju-
dicial en el ejercicio de sus funciones, sino 
que también involucra aquellos eventos en 
los cuales una decisión judicial se aparta 
de los precedentes sin motivación alguna, o 
cuando su discrecionalidad interpretativa se 
desborda en perjuicio de los derechos de los 
asociados.

(...)

5. En la evolución jurisprudencial sobre la 
vía de hecho y el caso de la interpretación 
judicial, se observa que la Corte, de manera 
paulatina, ha construido una jurisprudencia 
que responde a los criterios antes señala-
dos. De una postura inicial que rechazaba la 
posibilidad de la vía de hecho por interpre-
taciones judiciales, la Corte llegó a la con-
clusión provisional de que la tutela procede 
cuando la aplicación de la norma legal se 
basa en una “interpretación ostensible y 
abiertamente contraria a la norma jurídica 
aplicable”5 . Con posterioridad, en sentencia 
T-382 de 2001, la Corte asumió una postura 
más amplia:

“Ahora bien, aun cuando la tutela no es un 
mecanismo para controvertir las interpreta-
ciones que los jueces hagan del ordenamien-
to jurídico, sustituyéndolas por otras que el 
juez de tutela considere mejores o más ade-
cuadas, en ciertos eventos es procedente la 
tutela cuando la interpretación de la ley por 
el juez ordinario contraviene los principios 
y valores constitucionales, derechos funda-

5 Sentencia SU-692 de 1999.

mentales o es contraevidente o irracional.6 

(...)

En efecto, la competencia del juez de tute-
la para controvertir la interpretación hecha 
por un juez ordinario está limitada por la 
autonomía e independencia que este tiene 
en el ejercicio de su función (art. 228 C.P.). 
Sin embargo, estos dos principios constitu-
cionales, propios de la administración de 
justicia, están condicionados, al igual que 
todo el conjunto de las acciones del Estado, 
por el principio de razonabilidad. Una inter-
pretación legal que de manera manifi esta 
vaya en contra del ordenamiento jurídico, en 
detrimento de los derechos fundamentales 
de las personas no constituye un ejercicio de 
la autonomía, sino una decisión ultra o extra 
vires, es decir, desviación de su juridicidad.”  
(Negrillas fuera del texto).

(...)

6. Esta evolución de la jurisprudencia implica 
que la Corte ha decantado los conceptos de 
capricho y arbitrariedad judicial. No sólo se 
trata de los casos en que el juez impone, de 
manera grosera y burda, su voluntad sobre 
el ordenamiento, sino que incluye aquellos 
casos en los que se aparta de los preceden-
tes sin argumentar debidamente (capricho) 
y cuando su discrecionalidad interpretativa 
se desborda en perjuicio de los derechos 
fundamentales de los asociados (arbitrarie-
dad). Debe advertirse que esta corporación 
ha señalado que toda actuación estatal, 
máxime cuando existen amplias facultades 
discrecionales (a lo que de alguna manera 
se puede asimilar la libertad hermenéutica 
del juez), ha de ceñirse a lo razonable. Lo 

6 Sobre la posibilidad de controvertir interpretaciones judiciales 
que resulten contrarias a la Constitución, ver Sentencia T-001 de 
1999 (M.P. José Gregorio Hernández Galindo).  En esta Sentencia 
se aceptó la procedencia de la acción de tutela en los casos en 
que la interpretación que el juez haga de una norma resulte con-
traria a un criterio hermenéutico mandado por la Constitución.  
En este mismo sentido, refi riéndose a casos en que la interpreta-
ción judicial resulte contraevidente o iracional, ver Sentencias T-
1017 de 1999 (M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz) y T-1072 de 2000 
(M.P. Vladimiro Naranjo Mesa).
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razonable está condicionado, en primera medida, por el respeto a la Constitución”.

(...)

Sentencia T-949/03 MP: Eduardo Montealegre

Se reemplaza el concepto de “vía de hecho” por el de “causales genéricas de 
procedibilidad”.

Así lo expresó la Corte:

“Redefi nición dogmática del concepto de procedibilidad de la 
acción de tutela contra providencias judiciales: Se ha reem-

plazado el concepto de “vía de hecho” por el de “causales genéricas 
de procedibilidad”. 

Se han sistematizado dichas causales para hacer compatibles los va-
lores de la efi cacia de los DDFF y de autonomía judicial.

Todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela con oca-
sión de la actividad judicial es constitucionalmente admisible solo 
cuando el juez haya determinado de manera previa una de las cau-
sales de procedibilidad reconocidas por la jurisprudencia: 

1. Defecto sustantivo, orgánico o procedimental: la decisión judicial 
desconoce normas de rango legal, ya sea por aplicación indebida, 
error grave en su interpretación, desconocimiento de sentencias con 
efectos erga omnes, o cuando se actúa por fuera del procedimiento 
establecido. (Sentencias T-260/99, T-814/99, T-784/00, T-1334/01, SU-
159/02, T-405/02, T-408/02, T-546/02, T-868/02, T-901/02).

(...)

2. Defecto fáctico: cuando en el curso del proceso se omite la práctica 
o decreto de pruebas o estas no son valoradas debidamente (Senten-
cias T-260/99, T-488/99, T-814/99, T-408/02, T-550/02, T-054/03).

(...)

3. Error inducido: si bien el defecto no es atribuible al funcionario 
judicial, este actuó equivocadamente como consecuencia de la acti-
vidad inconstitucional de un órgano estatal. (Sentencias SU-014/01, 
T-407/01, T-759/01, T-1180/01, T-349/02, T-852/02, T-705/02).

(...)

4. Decisión sin motivación: cuando la decisión se profi ere sin 
fundamento argumentativo o los motivos no son relevantes al 
caso concreto. No hay motivos jurídicos o fácticos. (Sentencias 
T-260/99, T-814/99, T-784/00, T-1334/01, SU-159/02, T-405/02, 
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T-408/02, T-546/02, T-868/02, T-901/02).

(...)

5. Desconocimiento del precedente: la autoridad judicial se aparta 
del precedente sin ofrecer una argumentación al respecto (Senten-
cias T-123/95).

(...)

6. Violación directa de la Constitución: cuando la decisión desconoce 
el contenido de los DDFF de alguna de las partes, realiza interpreta-
ciones inconstitucionales o no utiliza la excepcion de inconstituciona-
lidad ante vulneraciones protuberantes de la Carta, siempre y cuan-
do haya sido presentada solicitud expresa al respecto.(Sentencias 
T-522/01, T-462/03).

Estas causales de procedibilidad se deben a la doble necesidad de 
sistematización y racionalización de la actividad jurisprudencial, y de 
coherencia y fi delidad con los mandatos constitucionales.

Caso concreto: la Corte considera que la infracción del deber de 
identifi car correctamente a la persona sometida al proceso penal, 
sumada a la desafortunada suplantación, constituye un claro defec-
to fáctico, lo que indica que esta satisfecho el requisito de procedibi-
lidad exigido por la jurisprudencia para la procedencia de la acción 
de tutela contra providencias judiciales.

(...)

Regla: 

1. Análisis previo sobre la existencia de alguno de los seis (6) requisi-
tos de procedibilidad de la tutela contra providencias judiciales.

2. Examen relativo a si, con ocasión de la sentencia proferida por 
la autoridad demandada, se vulneran o no los DDFF del ciudadano 
afectado”. 

Sentencia T-200/04 MP: Clara 
Inés Vargas

Se reiteran las anteriores seis causa-
les de procedencia de la tutela contra 
providencias judiciales. La tutela contra 
sentencias es una especie del control 
concreto de constitucionalidad.

Así lo expresó la Corte:
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“La acción de tutela contra sentencias ju-
diciales es una especie dentro del control 
concreto de constitucionalidad, sobre los ac-
tos de las autoridades públicas en ejercicio 
de sus funciones.

La Corte reiterará su jurisprudencia sobre la 
titularidad de los derechos fundamentales 
por parte de las personas jurídicas y la pro-
cedencia de la acción de tutela contra pro-
videncias judiciales. De igual manera, anali-
zará si en el presente caso se confi guran las 
hipótesis de procedibilidad de la acción de 
tutela contra sentencias judiciales.

Desde las sentencias T-002/92 y T-494/92, la 
Corte comenzó a precisar que la acción de 
tutela es un mecanismo idóneo para evitar 
que a las personas les sean vulnerados sus 
DDFF, sin importar si el origen de dicha afec-
tación es una decisión judicial. Si bien en la 
sentencia C-543/92 se declararon inexequi-
bles los artículos 11 y 40 del decreto 2591 
de 1991, en esa misma decisión se señaló su 
procedencia excepcional, sujeta a criterios 
precisos que la Corte ha venido fi jando a lo 
largo de su jurisprudencia. 

En la sentencia T-079/93, con base en una 
decisión tomada por la misma Corte Supre-
ma de Justicia, se comenzaría a construir y 
desarrollar esos criterios de procedibilidad 
de la acción de tutela contra providencias 
judiciales. 

En reciente jurisprudencia (sentencias T-441, 
T-462, T-589 y T-949 de 2003) la Corte ha 
comenzado a rediseñar el enunciado dog-
mático de vía de hecho como fundamento 
de procedibilidad de la tutela contra provi-
dencias judiciales.

La necesidad de estas redefi niciones dogmá-
ticas tiene como base una interpretación ar-
mónica de la función de la acción de tutela, 
con los principios, derechos y garantías con-
sagrados en la Constitución, especialmente 
los establecidos en el articulo 2 superior.

Las seis (6) causales enunciadas T 949/03 
siguen teniendo un carácter excepcional, 
previstas para ser ejercidas indistintamente 
por una persona natural o jurídica”.

Sentencia T-774 de 2004. M.P. 
Dr. Manuel José Cepeda

Se reitera en este fallo el cambio juris-
prudencial del concepto de «Vía de He-
cho” y su sustitución por las causales de 
procedibilidad.

Así lo expresó la Corte:

“Antes de pasar a analizar cada uno de 
los alegatos del accionante en contra 

de la sentencia del Consejo de Estado que se 
acusa, la Sala considera pertinente señalar 
que el concepto de vía de hecho, en el cual 
se funda la presente acción de tutela, ha 
evolucionado en la jurisprudencia constitu-
cional. La Corte ha decantado los conceptos 
de capricho y arbitrariedad judicial, en los 
que originalmente se fundaba la noción de 
vía de hecho. Actualmente no “(…) sólo se 
trata de los casos en que el juez impone, de 
manera grosera y burda, su voluntad sobre 
el ordenamiento, sino que incluye aquellos 
casos en los que se aparta de los preceden-
tes sin argumentar debidamente (capricho) y 
cuando su discrecionalidad interpretativa se 
desborda en perjuicio de los derechos fun-
damentales de los asociados (arbitrariedad). 
Debe advertirse que esta corporación ha se-
ñalado que toda actuación estatal, máxime 
cuando existen amplias facultades discrecio-
nales (a lo que de alguna manera se puede 
asimilar la libertad hermenéutica del juez), 
ha de ceñirse a lo razonable. Lo razonable 
está condicionado, en primera medida, por 
el respeto a la Constitución.”7  En este caso 
(T-1031 de 2001) la Corte decidió que la ac-
ción de tutela procede contra una providen-

7 Corte Constitucional, sentencia T-1031 de 2001 (M.P. Eduardo 
Montealegre Lynett). En este caso se decidió que “(…) el preter-
mitir la utilización de los medios ordinarios de defensa torna en 
improcedente la acción de tutela. Empero, la adopción rigurosa 
de este postura llevaría, en el caso concreto, a una desproporcio-
nada afectación de un derecho fundamental. En efecto, habién-
dose establecido de manera fehaciente que la interpretación de 
una norma se ha hecho con violación de la Constitución, lo que 
llevó a la condena del procesado y a una reducción punitiva, no 
puede la forma imperar sobre lo sustancial (C.P. art. 228). De 
ahí que, en este caso, ante la evidente violación de los dere-
chos constitucionales fundamentales del demandado, la Corte 
entiende que ha de primar la obligación estatal de garantizar la 
efectividad de los derechos, por encima de la exigencia de agotar 
los medios judiciales de defensa.”
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cia judicial que omite, sin razón alguna, los 
precedentes aplicables al caso o cuando “su 
discrecionalidad interpretativa se desborda 
en perjuicio de los derechos fundamentales 
de los asociados”

Este avance jurisprudencial ha llevado a la 
Corte a remplazar “(…) el uso conceptual 
de la expresión vía de hecho por la de causa-
les genéricas de procedibilidad.” Así, la regla 
jurisprudencial se redefi ne en los siguientes 
términos:

“Por lo anterior, todo pronunciamiento de 
fondo por parte del juez de tutela respecto 
de la eventual afectación de los derechos 
fundamentales con ocasión de la actividad 
jurisdiccional (afectación de derechos fun-
damentales por providencias judiciales) es 
constitucionalmente admisible, solamente, 
cuando el juez haya determinado de manera 
previa la confi guración de una de las causa-
les de procedibilidad; es decir, una vez haya 
constatado la existencia de alguno de los 
seis eventos sufi cientemente reconocidos 
por la jurisprudencia:  (i) defecto sustantivo, 
orgánico o procedimental; (ii) defecto fácti-
co;  (iii) error inducido;  (iv) decisión sin mo-
tivación, (v) desconocimiento del precedente 
y (vi) violación directa de la Constitución.”8 

Esta posición fue reiterada recientemente en 
la sentencia T-200 de 2004 (M.P. Clara Inés 
Vargas), caso en el que se confi rmó la deci-
sión de la Sala Civil de la Corte Suprema de 
Justicia de conceder una tutela por haberse 
incurrido en una “vía de hecho”.9 

8 Corte Constitucional, sentencia T-949 de 2003 (M.P. Eduardo 
Montealegre Lynett). En este caso la Corte decidió que “(…) 
la infracción del deber de identifi car correctamente la persona 
sometida al proceso penal, sumada a la desafortunada suplan-
tación, constituye un claro defecto fáctico, lo que implica que 
está satisfecho el requisito de procedibilidad exigido por la ju-
risprudencia para la procedencia de la acción de tutela contra 
providencias judiciales.”

9 Dijo la Corte Suprema de Justicia: “Resulta evidente que la Su-
perintendencia accionada incurrió en un defecto procedimental 
constitutivo de vía de hecho, porque dejando de lado el procedi-
miento que debe agotar cuando realiza actos de carácter juris-
diccional, no sólo no resolvió sobre el recurso de apelación que 
se interpuso contra la Resolución No. 04729, sino que ante el 
requerimiento de la interesada para que realizara el respectivo 
pronunciamiento, decide hacerlo por medio de “ofi cio”, situa-
ción que posteriormente utilizó para denegar el recurso de repo-
sición y las copias que de manera subsidiaria se habían solicitado 
para recurrir en queja, argumentado, contrario a la realidad que 

En el presente caso este cambio terminoló-
gico resulta especialmente relevante puesto 
que la Corte habrá de analizar los argumen-
tos en que se fundó la sentencia del Con-
sejo de Estado acusada para determinar si 
estos son válidos a la luz de la Constitución 
o si todos ellos constituyen causales de pro-
cedibilidad de la acción de tutela que han 
de concluir en que la sentencia sea dejada 
sin efectos. No obstante, al margen de este 
cambio terminológico, con todo lo que ha-
brá de determinarse en este caso es si dicha 
sentencia,  en todo o en parte, respeta el de-
bido proceso o si lo desconoce”.

Sentencia T-106/05 MP: 
Rodrigo Escobar Gil

Según esta sentencia la acción de tu-
tela solo procede contra decisiones de 
carácter judicial frente a acciones u 
omisiones desprovistas de todo funda-
mento normativo, producto del capri-
cho y arbitrariedad del funcionario. 

Así lo expresó la Corte:

“Por regla general, la acción de tutela 
deviene improcedente contra las de-

cisiones de carácter judicial, toda vez que 
deben respetarse los principios de seguri-
dad jurídica y cosa juzgada, entre otros. No 
obstante, frente a acciones u omisiones de 
los administradores de justicia desprovistas 
de todo fundamento normativo y explicable 
solo como fruto del capricho y la arbitrarie-
dad del funcionario, cabe la acción de tutela 
de manera excepcional y restrictiva. Los jue-
ces pueden incurrir en vías de hecho lesivas 
de los DDFF. 

Frente a tales eventos, la doctrina de esta 

muestra el proceso, que mediante el mencionado ofi cio se había 
resuelto un derecho de petición, arbitrariedades que remata con 
la decisión adoptada mediante la Resolución 30359 de 20 de 
septiembre del año anterior, en cuanto se abstuvo de dar trá-
mite al recurso de queja propuesto en legal forma y ordenó la 
expedición de copias no con base en lo dispuesto en el inciso 2° 
del artículo 378 del Código de Procedimiento Civil, conforme se 
le había solicitado, sino con estribo en lo dispuesto en el C.C.A. 
relativo al derecho de petición”.
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Corporación exige la concurrencia de múltiples exigencias que se orientan a afi rmar la índole 
de la acción de tutela como mecanismo de protección de los DDFF y a evitar que ella dege-
nere en un recurso ordinario que habilite la intromisión del juez constitucional en ámbitos 
exclusivos de los jueces naturales de las distintas actuaciones.

Si no se está frente a una vía de hecho, sino frente a cuestionamientos o divergencias, 
fundadas o no, referidas a irregularidades advertidas en la actuación, o a las pruebas y su 
valoración, o a la califi cación jurídica de estos hechos, o, en fi n, a la interpretación jurídica 
por la que optó el funcionario, sin que alguna de esas situaciones trascienda a DDFF para 
vulnerarlos o amenazarlos, la acción de tutela resulta improcedente y debe negarse”. 

Sentencia T-315/05. M.P. 
Dr. Jaime Córdoba Triviño

La tutela contra sentencias debe verse 
como un control constitucional excep-
cional a fi n de que exista unidad en la 
interpretación y aplicación de las nor-
mas fundamentales, especialmente del 
debido proceso constitucional. 

Así lo expresó la Corte:

“Se ha sostenido que se viola la seguri-
dad jurídica y la autonomía funcional 

del juez por la mera posibilidad de revocar 
las sentencias mediante la acción de tutela. 
Este argumento llevaría a sostener que la 
segunda instancia es también una violación 
de la seguridad jurídica y de la autonomía 
funcional, como lo sería también el recurso 
de casación. En efecto, hasta agotar dichos 
recursos la sentencia no hace tránsito a cosa 
juzgada y su existencia habilita justamente 
al juez de alzada a revocar la decisión del 
juez de instancia y a marcar las pautas de 
interpretación y fi jación del sentido del dere-
cho. En este sentido, la tutela debe ser vista, 
simplemente, como un control constitucio-
nal absolutamente excepcional y de muy 
corta duración, arbitrado por la propia Cons-
titución para que en el Estado constitucional 
exista una cierta unidad en la interpretación 
y aplicación de las normas fundamentales 
y, especialmente, del debido proceso cons-
titucional. En otras palabras, para asegurar 
la vigencia del principio de igualdad y del 
importante valor de la seguridad jurídica”. 

Sentencia C-590/05 MP: Jaime 
Córdoba Trivino

Después de la sentencia C-543 de 1992, 
es la primera vez que por sentencia de 
constitucionalidad (pues todos los de-
más pronunciamientos se hicieron den-
tro de los procesos de revisión de tutela 
con efectos inter. partes) la Corte Cons-
titucional recoge en una sentencia las 
causales de procedencia de la acción de 
tutela contra providencias judiciales. En 
atención a los importantes y trasceden-
tales criterios que se plasman en este 
fallo, se hará una trascripción más ex-
tensa de sus consideraciones.

En esta sentencia se habla no solo de 
causales de procedibilidad, que se au-
mentan a ocho, sino también de unos 
requisitos generales para que proceda 
la tutela contra una sentencia judicial.

Se consignó en este fallo:

“Los derechos fundamentales, otrora 
solo objeto de consagración norma-

tiva y discusión académica, hoy se asumen 
como facultades inviolables en tanto ma-
nifestaciones de la dignidad humana que 
vinculan a los poderes públicos e incluso, en 
algunos casos, a los particulares y que son 
susceptibles de judicializarse en aras de su 
reconocimiento efectivo gracias a un proce-
dimiento preferente y sumario.  Por ello, si la 
principal característica del constitucionalis-
mo contemporáneo viene determinada por 



CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

16

el reconocimiento del carácter normativo de 
los textos fundamentales, no puede desco-
nocerse que la exigibilidad de las normas 
constitucionales que consagran derechos 
fundamentales, frente a supuestos específi -
cos de vulneración o amenaza, ha jugado un 
papel central en tal reconocimiento.

Sin embargo, el panorama es claro ya que 
como regla general la acción de tutela no 
procede contra decisiones judiciales y esto 
por varios motivos. Entre ellos, en primer 
lugar, el hecho de que las sentencias judi-
ciales constituyen ámbitos ordinarios de re-
conocimiento y realización de los derechos 
fundamentales proferidos por funcionarios 
profesionalmente formados para aplicar la 
Constitución y la ley; en segundo lugar, el 
valor de cosa juzgada de las sentencias a 
través de las cuales se resuelven las contro-
versias planteadas ante ellos y la garantía 
del principio de seguridad jurídica y, en ter-
cer lugar, la autonomía e independencia que 
caracteriza a la jurisdicción en la estructura 
del poder público inherente a un régimen 
democrático.

(...)

22.  Con todo, no obstante que la improce-
dencia de la acción de tutela contra senten-
cias es compatible con el carácter de ámbitos 
ordinarios de reconocimiento y realización 
de los derechos fundamentales inherente a 
los fallos judiciales, con el valor de cosa juz-
gada de las sentencias y con la autonomía e 
independencia que caracteriza a la jurisdic-
ción en la estructura del poder público, ello 
no se opone a que en supuestos sumamente 
excepcionales la acción de tutela proceda 
contra aquellas decisiones que vulneran o 
amenazan derechos fundamentales. 

(...)

23. En ese marco, los casos en que procede 
la acción de tutela contra decisiones judicia-
les han sido desarrollados por la doctrina de 
esta Corporación tanto en fallos de consti-
tucionalidad, como en fallos de tutela. Esta 

línea jurisprudencial, que se reafi rma por la 
Corte en esta oportunidad, ha sido objeto de 
detenidos desarrollos. En virtud de ellos, la 
Corporación ha entendido que la tutela solo 
puede proceder si se cumplen ciertos y rigu-
rosos requisitos de procedibilidad. Dentro de 
estos pueden distinguirse unos de carácter 
general, que habilitan la interposición de la 
tutela, y otros de carácter específi co, que to-
can con la procedencia misma del amparo, 
una vez interpuesto.  

(...) 

24.  Los requisitos generales de proce-
dencia de la acción de tutela contra de-
cisiones judiciales son los siguientes:

a. Que la cuestión que se discuta resulte de 
evidente relevancia constitucional. Como 
ya se mencionó, el juez constitucional no 
puede entrar a estudiar cuestiones que no 
tienen una clara y marcada importancia 
constitucional so pena de involucrarse en 
asuntos que corresponde defi nir a otras ju-
risdicciones10. En consecuencia, el juez de 
tutela debe indicar con toda claridad y de 
forma expresa por qué la cuestión que entra 
a resolver es genuinamente una cuestión de 
relevancia constitucional que afecta los de-
rechos fundamentales de las partes. 

b. Que se hayan agotado todos los medios  
–ordinarios y extraordinarios– de defensa 
judicial al alcance de la persona afectada, 
salvo que se trate de evitar la consumación 
de un perjuicio iusfundamental irremedia-
ble11.  De allí que sea un deber del actor 
desplegar todos los mecanismos judiciales 
ordinarios que el sistema jurídico le otorga 
para la defensa de sus derechos. De no ser 
así, esto es, de asumirse la acción de tutela 
como un mecanismo de protección alter-
nativo, se correría el riesgo de vaciar las 
competencias de las distintas autoridades 
judiciales, de concentrar en la jurisdicción 
constitucional todas las decisiones inheren-
tes a ellas y de propiciar un desborde insti-

10 Sentencia 173/93.
11 Sentencia T-504/00.
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tucional en el cumplimiento de las funciones 
de esta última. 

c. Que se cumpla el requisito de la inme-
diatez, es decir, que la tutela se hubiere 
interpuesto en un término razonable y pro-
porcionado a partir del hecho que originó 
la vulneración12. De lo contrario, esto es, de 
permitir que la acción de tutela proceda me-
ses o aun años después de proferida la de-
cisión, se sacrifi carían los principios de cosa 
juzgada y seguridad jurídica ya que sobre to-
das las decisiones judiciales se cerniría una 
absoluta incertidumbre que las desdibujaría 
como mecanismos institucionales legítimos 
de resolución de confl ictos.

d. Cuando se trate de una irregularidad 
procesal, debe quedar claro que la misma 
tiene un efecto decisivo o determinante en 
la sentencia que se impugna y que afecta 
los derechos fundamentales de la parte ac-
tora13. No obstante, de acuerdo con la doc-
trina fi jada en la Sentencia C-591-05, si la 
irregularidad comporta una grave lesión de 
derechos fundamentales, tal como ocurre 
con los casos de pruebas ilícitas susceptibles 
de imputarse como crímenes de lesa huma-
nidad, la protección de tales derechos se 
genera independientemente de la incidencia 
que tengan en el litigio y por ello hay lugar a 
la anulación del juicio.

e. Que la parte actora identifi que de manera 
razonable tanto los hechos que generaron la 
vulneración como los derechos vulnerados 
y que hubiere alegado tal vulneración en el 
proceso judicial siempre que esto hubiere 
sido posible14. Esta exigencia es compren-
sible pues, sin que la acción de tutela lle-
gue a rodearse de unas exigencias formales 
contrarias a su naturaleza y no previstas por 
el constituyente, sí es menester que el actor 
tenga claridad en cuanto al fundamento de 
la afectación de derechos que imputa a la 
decisión judicial, que la haya planteado al 
interior del proceso y que dé cuenta de todo 

12 Ver entre otras la reciente Sentencia T-315/05.
13 Sentencias T-008/98 y SU-159/2000.
14 Sentencia T-658-98.

ello al momento de pretender la protección 
constitucional de sus derechos.

f. Que no se trate de sentencias de tutela15.  
Esto por cuanto los debates sobre la pro-
tección de los derechos fundamentales no 
pueden prolongarse de manera indefi nida, 
mucho más si todas las sentencias profe-
ridas son sometidas a un riguroso proceso 
de selección ante esta Corporación, proceso 
en virtud del cual las sentencias no seleccio-
nadas para revisión, por decisión de la sala 
respectiva, se tornan defi nitivas.

(...)

25. Ahora, además de los requisitos ge-
nerales mencionados, para que proceda 
una acción de tutela contra una sen-
tencia judicial es necesario acreditar la 
existencia de requisitos o causales es-
peciales de procedibilidad, las que deben 
quedar plenamente demostradas. En este 
sentido, como lo ha señalado la Corte, para 
que proceda una tutela contra una senten-
cia se requiere que se presente, al menos, 
uno de los vicios o defectos que adelante se 
explican:

a. Defecto orgánico, que se presenta cuando 
el funcionario judicial que profi rió la provi-
dencia impugnada carece, absolutamente, 
de competencia para ello. 

b. Defecto procedimental absoluto, que se 
origina cuando el juez actuó completamente 
al margen del procedimiento establecido. 

c.  Defecto fáctico, que surge cuando el juez 
carece del apoyo probatorio que permita la 
aplicación del supuesto legal en el que se 
sustenta la decisión. 

d. Defecto material o sustantivo, como son 
los casos en que se decide con base en nor-
mas inexistentes o inconstitucionales16  o que 
presentan una evidente y grosera contradic-
ción entre los fundamentos y la decisión. 

15  Sentencias T-088-99 y SU-1219-01.
16 Sentencia T-522/01.
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e. Error inducido, que se presenta cuando el 
juez o tribunal fue víctima de un engaño por 
parte de terceros y ese engaño lo condujo a 
la toma de una decisión que afecta derechos 
fundamentales.

f.  Decisión sin motivación, que implica el in-
cumplimiento de los servidores judiciales de 
dar cuenta de los fundamentos fácticos y ju-
rídicos de sus decisiones en el entendido de 
que precisamente en esa motivación reposa 
la legitimidad de su órbita funcional.

g.  Desconocimiento del precedente, hipóte-
sis que se presenta, por ejemplo, cuando la 
Corte Constitucional establece el alcance de 
un derecho fundamental y el juez ordinario 
aplica una ley limitando sustancialmente di-
cho alcance. En estos casos la tutela procede 
como mecanismo para garantizar la efi cacia 
jurídica del contenido constitucionalmente 
vinculante del derecho fundamental vulne-
rado17. 

h.  Violación directa de la Constitución.

Estos eventos en que procede la acción de 
tutela contra decisiones judiciales involu-
cran la superación del concepto de vía de 
hecho y la admisión de específi cos supues-
tos de procedibilidad en eventos en los que, 
si bien no se está ante una burda trasgresión 
de la Carta, sí se trata de decisiones ilegí-
timas que afectan derechos fundamentales.  
Esta evolución de la doctrina constitucional 
fue reseñada de la siguiente manera en un 
reciente pronunciamiento de esta Corte:

(E)n los últimos años se ha venido presen-
tando una evolución de la jurisprudencia 
constitucional acerca de las situaciones que 
hacen viable la acción de tutela contra pro-
videncias judiciales. Este desarrollo ha lleva-
do a concluir que las sentencias judiciales 
pueden ser atacadas mediante la acción de 
tutela por causa de otros defectos adiciona-
les, y que, dado que esos nuevos defectos 
no implican que la sentencia sea necesaria-
mente una “violación fl agrante y grosera de 

17 Cfr. Sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y  T-1031/01.

la Constitución”, es  más adecuado utilizar 
el concepto de “causales genéricas de pro-
cedibilidad de la acción” que el de “vía de 
hecho.” En la sentencia T-774 de 2004 (MP. 
Manuel José Cepeda Espinosa) se describe 
la evolución presentada de la siguiente ma-
nera: 

“(...) la Sala considera pertinente señalar 
que el concepto de vía de hecho, en el cual 
se funda la presente acción de tutela, ha 
evolucionado en la jurisprudencia constitu-
cional. La Corte ha decantado los conceptos 
de capricho y arbitrariedad judicial, en los 
que originalmente se fundaba la noción de 
vía de hecho. Actualmente no ‘(…) solo se 
trata de los casos en que el juez impone, de 
manera grosera y burda, su voluntad sobre 
el ordenamiento, sino que incluye aquellos 
casos en los que se aparta de los preceden-
tes sin argumentar debidamente (capricho) 
y cuando su discrecionalidad interpretativa 
se desborda en perjuicio de los derechos 
fundamentales de los asociados (arbitrarie-
dad). Debe advertirse que esta corporación 
ha señalado que toda actuación estatal, 
máxime cuando existen amplias facultades 
discrecionales (a lo que de alguna manera 
se puede asimilar la libertad hermenéutica 
del juez), ha de ceñirse a lo razonable. Lo 
razonable está condicionado, en primera 
medida, por el respeto a la Constitución.’18 
En este caso (T-1031 de 2001) la Corte de-
cidió que la acción de tutela procede contra 
una providencia judicial que omite, sin razón 
alguna, los precedentes aplicables al caso o 
cuando ‘su discrecionalidad interpretativa se 
desborda en perjuicio de los derechos fun-
damentales de los asociados.’

18 Sentencia T-1031 de 2001. En este caso se decidió que “(…) 
el pretermitir la utilización de los medios ordinarios de defensa 
torna en improcedente la acción de tutela. Empero, la adopción 
rigurosa de esta postura llevaría, en el caso concreto, a una des-
proporcionada afectación de un derecho fundamental. En efecto, 
habiéndose establecido de manera fehaciente que la interpretación 
de una norma se ha hecho con violación de la Constitución, lo que 
llevó a la condena del procesado y a una reducción punitiva, no 
puede la forma imperar sobre lo sustancial (CP. art. 228). De ahí 
que, en este caso, ante la evidente violación de los derechos cons-
titucionales fundamentales del demandado, la Corte entiende que 
ha de primar la obligación estatal de garantizar la efectividad de los 
derechos, por encima de la exigencia de agotar los medios judiciales 
de defensa.”
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“Este avance jurisprudencial ha llevado a la 
Corte a remplazar‘(…) el uso conceptual de 
la expresión vía de hecho por la de cau-
sales genéricas de procedibilidad.’ Así, 
la regla jurisprudencial se redefi ne en los 
siguientes términos...

“...Todo pronunciamiento de fondo por par-
te del juez de tutela respecto de la eventual 
afectación de los derechos fundamentales 
con ocasión de la actividad jurisdiccional 
(afectación de derechos fundamentales por 
providencias judiciales) es constitucional-
mente admisible, solamente, cuando el juez 
haya determinado de manera previa la con-
fi guración de una de las causales de proce-
dibilidad; es decir, una vez haya constatado 
la existencia de alguno de los seis eventos  
sufi cientemente reconocidos por la juris-
prudencia: (i) defecto sustantivo, orgánico o 
procedimental; (ii) defecto fáctico;  (iii) error 
inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) 
desconocimiento del precedente y (vi) viola-
ción directa de la Constitución.”19, 20 

(...)

26.  Los argumentos expuestos en los funda-
mentos anteriores de esta providencia resul-
tan sufi cientes para demostrar que desde 
cualquier perspectiva posible, el artículo 
86 de la Constitución ampara la procedencia 
de la acción de tutela contra las decisiones 
judiciales de última instancia y que hay lu-
gar a ella en los supuestos indicados por la 
jurisprudencia de esta Corporación.

Por una parte, hay que indicar que a través 
de la sentencia C-543/92 la Corte Consti-
tucional declaró la inconstitucionalidad de 
los artículos 11, 12 y 40 del Decreto 2591 
de 1991, disposiciones que consagraban la 
acción de tutela contra decisiones judiciales. 
No obstante, en esa oportunidad la Corte 

19 Sentencia T-949 de 2003. En este caso la Corte decidió que 
“(…) la infracción del deber de identifi car correctamente la 
persona sometida al proceso penal, sumada a la desafortunada 
suplantación, constituye un claro defecto fáctico, lo que implica 
que está satisfecho el requisito de procedibilidad exigido por la 
jurisprudencia para la procedencia de la acción de tutela contra 
providencias judiciales.”

20 Sentencia T-453/05.

indicó de manera expresa que la acción de 
tutela sí podía proceder contra omisiones 
injustifi cadas o actuaciones de hecho de los 
funcionarios judiciales, cuando quiera que 
las mismas vulneraran los derechos funda-
mentales. Al respecto señaló:

De conformidad con el concepto consti-
tucional de autoridades públicas, no cabe 
duda de que los jueces tienen esa calidad 
en cuanto les corresponde la función de ad-
ministrar justicia y sus resoluciones son obli-
gatorias para particulares y también para el 
Estado. En esa condición no están excluidos 
de la acción de tutela respecto de actos u 
omisiones que vulneren o amenacen dere-
chos fundamentales, lo cual no signifi ca que 
proceda dicha acción contra sus providen-
cias. Así, por ejemplo, nada obsta para que 
por la vía de la tutela se ordene al juez que 
ha incurrido en dilación injustifi cada en la 
adopción de decisiones a su cargo, que pro-
ceda a resolver o que observe con diligen-
cia los términos judiciales, ni riñe contra los 
preceptos constitucionales la utilización de 
esta fi gura ante actuaciones de hecho impu-
tables al funcionario por medio de las cuales 
se desconozcan o amenacen los derechos 
fundamentales, ni tampoco cuando la de-
cisión pueda causar un perjuicio irremedia-
ble, para lo cual sí está constitucionalmente 
autorizada la tutela pero como mecanismo 
transitorio cuyo efecto queda supeditado a 
lo que se resuelva de fondo por el juez or-
dinario competente. En hipótesis como es-
tas no puede hablarse de atentado alguno 
contra la seguridad jurídica de los asociados, 
sino que se trata de hacer realidad los fi nes 
que persigue la justicia21.

De este modo, no es cierto que la Corte, en el 
fallo citado, haya descartado, de manera ab-
soluta, la procedencia de la acción de tutela 
contra decisiones judiciales. Lo que hizo en 
esa oportunidad fue excluir del ordenamien-
to jurídico unos preceptos normativos que 
afi rmaban la procedencia de ese mecanismo 
contra las sentencias como regla general y 
no como excepción. De allí que la Corte, en 

21 Sentencia C-543/9.
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la motivación de ese pronunciamiento, haya 
delineado genéricamente los supuestos en 
los que de manera excepcional procedía la 
acción de tutela contra tales decisiones.

(...)

29. Por otra parte, la postura que se comen-
ta desconoce la doctrina constitucional pues 
esta Corporación no solo ha realizado una 
interpretación autorizada de la Sentencia C-
593-92, sino que, como se indicó en prece-
dencia, ha construido una uniforme línea 
jurisprudencial que desarrolla los su-
puestos excepcionales de procedencia 
de la tutela contra decisiones judiciales. 
Sobre el sentido de la decisión tomada en 
la citada sentencia, la Corte, en la Sentencia 
SU-1184-01, expuso:

...coincide parcialmente esta Sala de Revi-
sión de la Corte Constitucional con la Sala 
de Casación Laboral en reconocer la obliga-
toriedad que tienen en el sistema jurídico 
colombiano las sentencias de constituciona-
lidad, específi camente la sentencia C-543 de 
1992, pero no comparte el criterio según el 
cual en dicha sentencia se decidió que era 
contrario a la Constitución Política de 1991 
el que proceda una acción de tutela contra 
una actuación judicial, incluso cuando esta 
confi gure una vía de hecho, o conlleve la 
amenaza de un perjuicio irremediable.  

En cambio, coincide plenamente esta Sala 
de Revisión con la decisión adoptada por la 
Sala de Casación Civil de la Corte Suprema 
de Justicia dentro del proceso T-600048, la 
cual, en lugar de descartar de manera ab-
soluta la procedencia de la acción de tutela 
contra providencias judiciales, verifi có si en 
el caso concreto esta era procedente. Con-
cluyó que no lo era y que en todo caso no se 
trataba de una vía de hecho. También coin-
cide con lo expuesto por la Sala de Casación 
Civil de la Corte Suprema de Justicia por la 
misma razón.

La diferencia entre la posición adoptada por 
la Sala de Casación Laboral, por un lado, y 

las Salas de Casación Civil y Penal, por otro, 
estriba en que mientras la primera sostie-
ne que la acción de tutela nunca procede 
contra providencias judiciales, las segundas 
estiman que en ciertos casos excepcionales, 
cuando se reúnen estrictos requisitos ana-
lizados por la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, ella sí procede contra provi-
dencias judiciales.

Esta Sala de Revisión subraya que el artícu-
lo 86 de la Constitución dice que la tutela 
procede cuando los derechos fundamentales 
“resulten vulnerados o amenazados por la 
acción o la omisión de cualquier autoridad 
pública”. Los jueces son autoridades públi-
cas y sus providencias constituyen su princi-
pal forma de acción.

Además, la Corte Constitucional en sus salas 
de revisión y en su Sala Plena ha reiterado 
que la tutela sí procede contra providencias 
judiciales cuando estas constituyen vías de 
hecho. 

No desconoce esta Sala de Revisión que una 
sentencia, como cualquier texto, es objeto de 
interpretación. Empero, quien interpreta con 
autoridad las sentencias de la Corte Cons-
titucional es la propia Corte Constitucional, 
así como esta Corporación ha reconocido 
que quien interpreta con autoridad las sen-
tencias de la Corte Suprema de Justicia es la 
propia Corte Suprema de Justicia, en razón 
a que su doctrina relativa al alcance de las 
leyes en el ámbito de su competencia como 
“máximo tribunal de la jurisdicción ordina-
ria” (artículo 234 C.P.) constituye un dere-
cho viviente.

(...)

30.  Entonces, no es cierto que la Corte, en 
un fallo de constitucionalidad, haya excluido 
la procedencia de la acción de tutela contra 
decisiones judiciales, pues tanto de la moti-
vación de ese pronunciamiento como de la 
interpretación que la misma Corte ha hecho 
del mismo y del desarrollo de su jurispruden-
cia se infi ere que la acción de tutela procede 
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contra decisiones judiciales en los supuestos 
que la misma Corte ha indicado.

(...)

31. Por otra parte, no sobra recordar que, tal 
y como lo ha indicado reiteradamente la Cor-
te, la acción de tutela no solo se encuentra 
respaldada en el artículo 86 de la Carta sino 
también en los artículos 2 del Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos y 25 
de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos incorporados a la Constitución por 
vía del artículo 93 de la Carta22. Dichas nor-
mas establecen la obligación de los Estados 
partes de implementar un recurso sencillo, 
efectivo y breve de protección efectiva de los 
derechos fundamentales contra cualquier 
acción u omisión de las autoridades públicas 
que pudiera vulnerarlos.

(...)

32. En consecuencia, una limitación del ám-
bito de protección de la acción de tutela tal 
como la que podría desprenderse de la dis-
posición parcialmente demandada no sólo 
vulneraría el artículo 86 de la Carta sino los 
artículos 2 y 25 antes mencionados y, por 
contera, las obligaciones internacionales del 
Estado colombiano en materia de protección 
de Derechos Humanos. 

(...)

37.  Por los argumentos expuestos parece, 
más que razonable, indispensable que la 
acción de tutela pueda interponerse contra 
sentencias judiciales de última instancia y 
que las tutelas contra sentencias puedan 
llegar a la Corte Constitucional para que sea 
esta Corporación, en su calidad de intérprete 
supremo de la Carta,  quien defi na fi nalmen-
te el alcance de los derechos fundamentales 
en las distintas áreas del derecho legislado.

(...)

38.  Se ha dicho también que la tutela contra 

22 Al respecto cfr. entre otros, los autos 220A/02, 149A/03, 010/04 
y la sentencia SU-1158/03.

sentencias vulnera los principios de seguri-
dad jurídica y de autonomía funcional del 
juez.  

El valor de cosa juzgada de las sentencias 
y el principio de seguridad jurídica suponen 
que los fallos son respetuosos de los dere-
chos y ese respeto no se determina a partir 
de la visión que cada juez tenga de ellos sino 
del alcance que les fi je la Corte Constitucio-
nal, pues esta es la habilitada para generar 
certeza sobre su alcance.  Y ello es lógico ya 
que si algo genera inseguridad jurídica es la 
promoción de diferentes lecturas de la Carta 
Política por los jueces y, en particular, sobre 
el alcance de los derechos fundamentales.  
Este es precisamente el peligro que se evi-
ta mediante la excepcional procedencia de 
la tutela contra sentencias pues a través de 
ella se promueven lecturas uniformes sobre 
el alcance de tales derechos y de la Carta 
Política como su soporte normativo.

(...)

39.  Y en lo que atañe a la autonomía e 
independencia de los jueces y tribunales, 
ellas deben entenderse en el marco de la 
realización de los fi nes estatales inheren-
tes a la jurisdicción y, en especial, de cara 
al cumplimiento de su deber de garantizar 
la efectividad de los derechos a todas las 
personas.  Es decir, la Constitución no con-
fi gura tal autonomía y tal independencia 
como atributos idóneos para negar la ga-
rantía de esos derechos. Por el contrario, 
esa autonomía y esa independencia deben 
asumirse como un mandato de proscripción 
de injerencias indebidas en el ejercicio de la 
función jurisdiccional, pero en el entendido 
de que esta se orienta a la afi rmación y no a 
la negación de los fundamentos de la demo-
cracia colombiana. De allí que, si esto último 
ocurre, es decir, si la jurisdicción da lugar a 
afectaciones de derechos fundamentales, ta-
les decisiones deban removerse del mundo 
jurídico para restablecer el efecto vinculante 
de esos derechos.

Ahora, la intervención del juez constitucio-
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nal en los distintos procesos es únicamente 
para efectos de proteger los derechos funda-
mentales afectados.  Al respecto en reiterada 
jurisprudencia la Corte Constitucional ha se-
ñalado que la función del juez constitucional 
no es la de reemplazar al juez de la causa ni 
la de crear incertidumbre a la hora de defi nir 
el sentido del derecho. Muy por el contrario, 
el Juez constitucional debe tener particular 
cuidado a la hora de evaluar si una determi-
nada decisión judicial vulnera los derechos 
fundamentales de una de las partes. 

En ese sentido, los fundamentos de una 
decisión de tutela contra una sentencia ju-
dicial deben aclarar con transparencia la 
relevancia iusfundamental del punto que se 
discute y el juez debe contraerse a estudiar 
esta cuestión y ninguna otra. No se trata 
entonces de un mecanismo que permita al 
juez constitucional ordenar la anulación de 
decisiones que no comparte o suplantar al 
juez ordinario en su tarea de interpretar el 
derecho legislado y evaluar las pruebas del 
caso.

(...)

40. De otra parte, se ha sostenido que la 
tutela contra sentencias de última instan-
cia viola la distribución constitucional de 
competencias entre las más altas Cortes de 
justicia pues, por esta vía, la última palabra 
en materia penal, civil o laboral no la tendrá 
la Corte Suprema por vía de casación sino el 
juez constitucional por vía de tutela. 

En este sentido es muy importante reiterar 
que la acción de tutela no puede ser un me-
canismo que sirva para que el juez constitu-
cional pueda desplazar al juez ordinario en 
la decisión de la respectiva causa. En efecto, 
por esta vía no puede el juez de tutela con-
vertirse en el máximo intérprete del derecho 
legislado ni suplantar al juez natural en su 
función esencial como juez de instancia. Lo 
que sin embargo sí habilita la tutela es la 
vigilancia de la aplicación judicial al caso 
concreto de los derechos fundamentales 
pertinentes y, en especial, del derecho al de-

bido proceso y de acceso a la administración 
de justicia.

(...)

En los términos que han sido plantea-
dos, resulta indudable que quien debe 
defi nir el alcance de todas las áreas del 
derecho ordinario es la Corte Suprema 
de Justicia y que corresponde al Consejo 
de Estado establecer el alcance de las 
normas que integran el derecho con-
tencioso administrativo. Sin embargo, 
compete a la Corte Constitucional la 
tarea de establecer, en última instan-
cia, el contenido constitucionalmente 
vinculante de los derechos fundamenta-
les, derechos que deben ser tenidos en 
cuenta por los jueces ordinarios y con-
tenciosos a la hora de defi nir los asun-
tos a ellos asignados.

(...)

43. Ahora bien, si el argumento que ha 
sido expuesto se funda simplemente 
en que el juez constitucional pueda or-
denarle al juez de última instancia que 
revoque su decisión y que profi era otra 
de conformidad con los derechos fun-
damentales, es esta una simple conse-
cuencia del nuevo modelo en el cual la 
norma que tiene primacía es la Consti-
tución. En este sentido, nadie pensaría 
que viola la distribución constitucional 
de competencias la posibilidad de que 
una corte internacional, como la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 
pueda ordenarle al Estado, a través de 
una decisión judicial, que revoque una 
sentencia de última instancia y profi e-
ra una nueva decisión de conformidad 
con los derechos humanos que el Es-
tado colombiano se ha comprometido 
a proteger. En este caso la Corte Inte-
ramericana no estaría siendo la última 
instancia en materia civil, contenciosa o 
constitucional sino cumpliendo su labor 
como órgano encargado de asegurar la 
aplicación de la Convención Americana 



LA TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES EN LA JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

23

sobre Derechos Humanos en aquellos 
países del Continente que la han suscri-
to y han aceptado someterse a su juris-
dicción.

(...)

44. Actualmente, casi la totalidad de los sis-
temas jurídicos que adoptaron en la segun-
da mitad del siglo XX el sistema de control 
de constitucionalidad mixto incorporan un 
mecanismo que sirve para que el juez cons-
titucional –usualmente el máximo tribunal 
constitucional– pueda controlar la consti-
tucionalidad de las decisiones judiciales de 
última instancia proferidas en las restantes 
jurisdicciones23. En la mayoría de los casos 
se trata de un recurso o acción judicial sub-
sidiaria, residual, autónoma y expedita que 
se encuentra limitada, exclusivamente, al 
estudio de las cuestiones iusfundamentales 
relevantes y que permite que el juez consti-
tucional revoque una decisión judicial de úl-
tima instancia siempre que encuentre que la 
misma vulnera los derechos fundamentales. 

(...)

Conclusión

46. En las condiciones que se han dejado ex-
puestas, entonces, es claro para esta Corpo-
ración que una ley ordinaria no puede mo-
difi car o suprimir la Constitución Política y 
con mayor razón uno de los mecanismos de 
protección de los derechos fundamentales 
en ella consagrados; que la acción de tutela 
procede contra decisiones judiciales en los 
casos en que esta Corporación ha estableci-
do y con cumplimiento de los presupuestos 
generales y específi cos ya indicados; que al 
proferir la Sentencia C-543-92, la decisión 
de la Corte no fue excluir la tutela contra 
decisiones judiciales; que la procedencia de 
la acción de tutela contra tales decisiones 
está legitimada no solo por la Carta Política 
sino también por el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos y por la Conven-

23 En algunos casos se establecen causales específi cas de procedi-
bilidad como en los casos de Chile y Perú. En el caso de Ecuador 
no hay tutela contra sentencias.

ción Americana de Derechos Humanos, en 
tanto instrumentos de derecho internacional 
público que hacen parte del bloque de cons-
titucionalidad y que vinculan al Estado co-
lombiano, y que los argumentos expuestos 
contra la procedencia de la acción de tutela 
contra decisiones judiciales son infundados 
y, por lo mismo, fácilmente rebatibles” 

(...) 

Sentencia T-066 de 2006. M.P. 
Jaime Córdoba Triviño

En esta sentencia se resume la evolu-
ción jurisprudencial relativa a la proce-
dencia de la tutela contra providencias 
judiciales, así:

“En recientes decisiones, inicialmente en 
sede de revisión de tutela, y posteriormente 
en juicio de constitucionalidad se ha senta-
do una línea jurisprudencial que involucra 
la superación del concepto de vías de he-
cho y una redefi nición de los supuestos de 
procedibilidad de la acción de tutela contra 
decisiones judiciales, en eventos que, si bien 
no confi guran una burda trasgresión de la 
Constitución, sí se está frente a decisiones 
ilegítimas violatorias de derechos funda-
mentales.

Esta evolución de la doctrina constitucional 
fue reseñada así en fallo reciente:

“(...) En los últimos años se ha venido pre-
sentando una evolución de la jurisprudencia 
constitucional acerca de las situaciones que 
hacen viable la acción de tutela contra provi-
dencias judiciales. Este desarrollo ha llevado 
a concluir que las sentencias judiciales pue-
den ser atacadas mediante la acción de tute-
la por causa de otros defectos adicionales, y 
que, dado que esos nuevos defectos no impli-
can que la sentencia sea necesariamente una 
“violación fl agrante y grosera de la constitu-
ción”, es más adecuado utilizar el concepto 
de “causales genéricas de procedibilidad de 
la acción” que el de vía de hecho”.
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La redefi nición de la regla jurisprudencial, y 
la consiguiente sustitución del uso del con-
cepto de vía de hecho por el de causales 
genéricas de procedencia de la acción de 
tutela, es presentada así por la Corte:

“(…) la Sala considera pertinente señalar 
que el concepto de vía de hecho, en el cual 
se funda la presente acción de tutela, ha 
evolucionado en la jurisprudencia constitu-
cional. La Corte ha decantado los conceptos 
de capricho y arbitrariedad judicial, en los 
que originalmente se fundaba la noción de 
vía de hecho. Actualmente no (…) sólo se 
trata de los casos en que el juez impone, de 
manera grosera y burda, su voluntad sobre 
el ordenamiento, sino que incluye aquellos 
casos en los que se aparta de los preceden-
tes sin argumentar debidamente (capricho) y 
cuando su discrecionalidad interpretativa se 
desborda en perjuicio de los derechos fun-
damentales de los asociados (arbitrariedad). 
Debe advertirse que esta Corporación ha se-
ñalado que toda actuación estatal, máxime 
cuando existen amplias facultades discrecio-
nales (a lo que de alguna manera se puede 
asimilar la libertad hermenéutica del juez), 
ha de ceñirse a lo razonable. Lo razonable 
está condicionado, en primera medida, por 
el respeto a la Constitución”.

Un importante esfuerzo por presentar de 
manera sistemática la redefi nición de los 
eventos en que procede la acción de tutela 
contra decisiones judiciales se concreta así:

“(...) Todo pronunciamiento de fondo por 
parte del juez de tutela respecto de la even-
tual afectación de los derechos fundamen-
tales con ocasión de la actividad jurisdiccio-
nal (afectación de derechos fundamentales 
por providencias judiciales) es constitucio-
nalmente admisible solamente cuando el 
juez haya determinado de manera previa 
la confi guración de una de las causales de 
procedibilidad; es decir, una vez haya cons-
tatado la existencia de alguno de los seis 
eventos sufi cientemente reconocidos por la 
jurisprudencia:(i) defecto sustantivo, orgáni-
co o procedimental; (ii) defecto fáctico; (iii) 

error inducido; (iv) decisión sin motivación, 
(v) desconocimiento del precedente y (vi) 
violación directa de la Constitución. 

En decisión posterior de Sala Plena se adop-
tó un desarrollo más elaborado y sistemá-
tico acerca de las causales específi cas que 
harían procedente la acción de tutela con-
tra decisiones judiciales, cuando quiera que 
ellas entrañen vulneración o amenaza a de-
rechos fundamentales.

Así lo expresó la Corte:

 “(...) Además de los requisitos generales men-
cionados, para que proceda una acción de tutela 
contra una sentencia judicial es necesario acre-
ditar la existencia de requisitos o causales espe-
ciales de procedibilidad, las que deben quedar 
plenamente demostradas. En este sentido, como 
lo ha señalado la Corte, para que proceda una 
tutela contra una sentencia se requiere que se 
presente, al menos, uno de los vicios o defectos 
que adelante se explican. 

a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el 
funcionario judicial que profi rió la providencia 
impugnada carece, absolutamente, de compe-
tencia para ello. 

b. Defecto procedimental absoluto, que se ori-
gina cuando el juez actuó completamente al 
margen del procedimiento establecido. 

c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez ca-
rece del apoyo probatorio que permita la apli-
cación del supuesto legal en el que se sustenta 
la decisión. 

d. Defecto material o sustantivo, como son los 
casos en que se decide con base en normas 
inexistentes o inconstitucionales24 o que presen-
tan una evidente y grosera contradicción entre 
los fundamentos y la decisión. 

f. Error inducido, que se presenta cuando el juez 
o tribunal fue víctima de un engaño por parte de 
terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una 
decisión que afecta derechos fundamentales.

24 Sentencia T-522/01, MP Manuel José Cepeda Espinosa.
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g. Decisión sin motivación, que implica el in-
cumplimiento de los servidores judiciales de dar 
cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos 
de sus decisiones en el entendido que precisa-
mente en esa motivación reposa la legitimidad 
de su órbita funcional.

h. Desconocimiento del precedente, hipótesis 
que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte 
Constitucional establece el alcance de un dere-
cho fundamental y el juez ordinario aplica una 
ley limitando sustancialmente dicho alcance. En 
estos casos la tutela procede como mecanismo 
para garantizar la efi cacia jurídica del contenido 
constitucionalmente vinculante del derecho fun-
damental vulnerado25. 

i.  Violación directa de la Constitución.26“en 
detrimento de los derechos fundamentales de 
las partes en el proceso, situación que concurre 
cuando el juez interpreta una norma en contra 
del estatuto superior o se abstiene de aplicar la 
excepción de inconstitucionalidad en aquellos 
eventos en que ha mediado solicitud expresa 
dentro del proceso ”27.

Así las cosas, no es cierto lo expresado por la 
Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema 
en su actuación como juez constitucional, sobre 
la improcedencia absoluta de la acción de tu-
tela contra decisiones judiciales, pues tanto de 
la motivación del pronunciamiento que refi ere  
en su fallo (C-543 de 1992), como de la inter-
pretación que la misma Corte ha hecho de esa 
sentencia  y del desarrollo posterior de su juris-
prudencia, se infi ere que la acción de tutela pro-
cede de manera excepcional contra decisiones 
judiciales en los supuestos que la misma Corte 
ha establecido.

Reitera así la Corte su posición  acerca de la exi-
gencia de un análisis previo de procedibilidad de 
la acción de tutela cuando la misma se instaura 
contra decisiones judiciales, opción que apare-
ce como razonable frente a la Constitución en 
la medida que permite armonizar la necesidad 

25 Cfr. Sentencias T-462 de 2003; SU-1184 de 2001 y  T-1031 de 
2001, MP Eduardo Monetealegre Lynett; T-1625/00, MP (e) Mar-
tha Victoria Sáchica Méndez.

26 Sentencia C- 590 de 2005.
27 Cfr. T-1130 de 2003.

de protección de los intereses constitucionales 
implícitos en la autonomía jurisdiccional y la 
seguridad jurídica, sin que estos valores puedan 
desbordar su ámbito de irradiación y cerrar las 
puertas a la necesidad de proteger los derechos 
fundamentales que pueden verse afectados 
eventualmente con ocasión de la actividad ju-
risdiccional del Estado28. 

Frente a las consideraciones de la instancia re-
ferida, la Corte considera importante, una vez 
más, rectifi car la decisión de la Sala de Casación 
Laboral para quien la acción de tutela, en tér-
minos generales y absolutos, es improcedente 
contra providencias judiciales, lo que la llevó a 
su rechazo. En este sentido la Corte Constitucio-
nal reiterará la doctrina constitucional en esta 
materia según la cual es procedente la acción de 
tutela contra providencias judiciales, aunque de 
manera excepcional, y previo análisis de ciertas 
causales, esto con el único propósito de conju-
rar la vulneración de derechos fundamentales” 
Hasta aquí la cita. 

Sentencia T-732 de 2006. M.P. 
Manuel José Cepeda

En esta sentencia se alude a la C-590 de 
2005 para reafi rmar la procedencia de la 
acción de tutela contra providencias ju-
diciales en casos excepcionales, incluídas 
las sentencias de las altas Cortes como el 
Consejo de Estado y la Corte Suprema de 
Justicia.

Así lo expresó la Corte:

“De esta manera, en una sentencia que 
produce efectos erga omnes, se reafi rmó 

la posición que ha venido adoptando la Corte 
Constitucional desde 1993, la cual reitera la 
procedencia de la acción de tutela contra pro-
videncias judiciales en casos excepcionales y 
estima contrario a la Carta que se excluya de 
manera general y absoluta la interposición de la 
acción de tutela contra providencias judiciales, 
incluidas las proferidas por la Corte Suprema de 
Justicia o el Consejo de Estado”.

28 Cfr. Sentencia  T- 462 de 2003, MP Eduardo Montealegre Lynett.
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Sentencia T-890 de 2006. M. P. Dr. Nilson Pinilla

Se trae a colación un aparte de esta sentencia porque muestra de alguna forma un regre-
so al antiguo concepto de “vía de hecho” que había sido reemplazado por las causales 
de procedibilidad.

Así lo expresó la Corte:

“Además, es entendido que tratándose de procesos judiciales, por supuesto en cuanto pudiera 
presentarse una real vía de hecho, el juicio sobre la razonabilidad del término ha de ser más 

riguroso, en comparación con los de otros casos que se llevan ante la justicia constitucional.” 

*******************

De esta forma se ha mostrado en forma sumaria cuál ha sido el cambio jurisprudencial que durante 
los años ha tenido la jurisprudencia de la Corte Constitucional en materia de tutela contra providen-
cias judiciales y, en particular, en el criterio de vía de hecho.

A manera de refl exión, cabe preguntarse: ¿Ha desconocido la propia Corte Constitucional la cosa 
juzgada constitucional?

                                                          *******************
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